PROTOCOLO DE JUSTICIA JUVENIL RESTAURATIVA EN FASE DE EJECUCIÓN DE LAS SANCIONES PENALES JUVENILES.
I.- Introducción y Justificación.
De acuerdo con los “Principios básicos de las Naciones Unidas sobre el uso de Programas de Justicia Restaurativa en Materia Penal”
, debe enfatizarse que la justicia restaurativa “es una respuesta al crimen que respeta la dignidad, e igualdad de cada persona, crea entendimiento y promueve armonía social a través de la sanación de víctimas, delincuentes y comunidades”.  En el preámbulo de esa declaración de principios, se recalca que esta metodología facilita a los afectados por el delito compartir de manera amplia sus sentimientos y experiencias, teniendo como meta satisfacer sus necesidades. Además, “proporciona una oportunidad para las víctimas de obtener reparación, sentirse más seguras y obtener cierres, permite a los delincuentes obtener introspectiva de las causas y efectos de su comportamiento y tomar responsabilidad de manera significativa; permite a las comunidades entender las causas subyacentes del crimen para promover bienestar comunitario y prevenir el crimen”. 
Es importante aclarar que, aunque a nivel mundial hubo un crecimiento significativo de las iniciativas de justicia restaurativa desde finales del siglo pasado, se reconoce que estas prácticas restaurativas no procuran sustituir los sistemas de justicia penal tradicionales, sino complementarlos, proporcionando otras alternativas y por lo tanto no afecta el derecho de los Estados a enjuiciar y sancionar a las personas menores de edad o jóvenes en conflicto con la ley.
Precisamente, siguiendo esa tendencia mundial, el Poder Judicial de Costa Rica y Poder Ejecutivo a través de la Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa de Costa Rica, atendiendo a su trayectoria en el cumplimiento de los compromisos internacionales en materia de derechos humanos, ha decidido impulsar la aplicación  de los  principios y postulados de la Justicia Restaurativa, y por ello se propuso dentro de sus áreas estratégicas V y VI, la incorporación de este tipo de abordaje en la fase de ejecución de las sanciones penales juveniles, tanto alternativas como en las privativas de libertad
, sin que ello signifique que se pretenda que todos los asuntos relativos a la ejecución de sanciones sean abordados a través de audiencias y prácticas restaurativas. 

El objetivo de garantizar el acceso de las personas menores y jóvenes sentenciadas y las personas ofendidas a la Justicia Restaurativa en todas las fases de la ejecución de las sanciones alternativas y privativas de libertad, se sustenta en la finalidad primordialmente educativa de las sanciones penales juveniles, que suponen un proceso de atención integral con la persona adolescente, joven adulta,  y su familia en el marco de la ejecución de la sanción, procurando su desarrollo e integración social y la prevención de la reincidencia en la comisión de conductas delictivas. Lo anterior, en consonancia con la Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa de Costa Rica, “donde la sanción constituye una medida obligatoria, la finalidad restaurativa se incorpora de forma transversal al proceso de ejecución, siendo un elemento central de reflexión y apropiación por parte de las y los adolescentes y sus adultos responsables, de las conductas y las consecuencias de las conductas que lo vinculan al sistema penal, siendo posible avanzar a la reparación del daño causado a la persona ofendida y la comunidad de forma material o simbólica” 

De conformidad con las definiciones contenidas en los Principios básicos de las Naciones Unidas sobre el uso de Programas de Justicia Restaurativa en Materia Penal, no resulta extraño que se piense en utilizar la Justicia Restaurativa en la fase de ejecución de las sanciones penales juveniles, dado que se entiende por proceso restaurativo: “Cualquier proceso en el que la víctima y el delincuente y cuando es adecuado cualquier otro individuo o miembro de la comunidad afectados por un crimen, participan en conjunto activamente en la resolución de asuntos derivados del crimen, generalmente con ayuda de un facilitador. Los procesos restaurativos pueden incluir mediación, conciliación, conferencias y círculos de sentencia”
. El resultado restaurativo es definido por Naciones Unidas como: “Un acuerdo alcanzado como resultado de un proceso restaurativo. Los resultados restaurativos incluyen respuestas y programas como reparación, restitución y servicio a la comunidad, con la meta de cumplir con las necesidades individuales y colectivas y responsabilidades de las partes y para alcanzar la reintegración de la víctima y del delincuente”
 .
Bajo esos conceptos, en esta declaración de principios de Naciones Unidas se reconoce entonces la posibilidad de que los programas de Justicia Restaurativa sean empleados en cualquier etapa de la justicia penal, sujeto a las leyes nacionales. 
El Estado costarricense a través de la implementación de la Ley de Justicia Restaurativa, por medio de la iniciativa del Poder Judicial, con el apoyo del Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, el Ministerio Público, la Defensa Pública y el Departamento de Trabajo Social y Psicología, en conjunto con el Poder Ejecutivo, específicamente del Viceministerio de Paz y la Dirección General de Adaptación Social con su Nivel de Atención a la Población Penal Juvenil, se elaboró el presente Protocolo de Justicia Juvenil Restaurativa en fase de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles. 
Con la entrada en vigencia de la Ley de Justicia Restaurativa, ley No. 9582, a partir de enero del año 2019, se define un marco conceptual y procedimental para instaurar la justicia restaurativa en el ordenamiento jurídico costarricense, como instrumento que contribuya a resolver conflictos jurídicos generados por los hechos delictivos, con la participación activa de las partes intervinientes, a fin de restaurar los daños a la víctima, procurar la inserción social de la persona ofensora, con soluciones integrales y promover la paz social
. Asimismo, el artículo 29 
inciso d) de este mismo cuerpo normativo, establece el procedimiento restaurativo para la etapa de ejecución de las sanciones penales juveniles, para la determinación, modificación y seguimiento del plan de ejecución de las sanciones; en la investigación y sanción de faltas disciplinarias, cuando la persona ofensora juvenil esté próxima al egreso de la privación de libertad, en la definición y el seguimiento de plan de ejecución de la libertad condicional, modificación y preparación previa para el cese de las sanciones privativas y no privativas de libertad y cualquier ulterior modificación de la sanción que promueva la restauración del daño causado a la víctima o comunidad,  facilite el proceso de inserción social y cumplimiento de la sanción de la persona ofensora juvenil
.
Aunado a lo anterior, la Ley de Justicia Penal Juvenil y la Ley de Ejecución de Sanciones Penales Juveniles, promulgadas al amparo de todas las declaraciones antes citadas y de la Convención sobre los Derechos del Niño, contienen como principios rectores la protección integral de la persona menor de edad, su interés superior, el respeto de sus derechos, su formación integral y la reinserción en su familia y la sociedad, prescribiendo que el Estado “en asocio con organismos no gubernamentales y las comunidades, promoverá tanto los programas orientados a esos fines como a la protección de los derechos e intereses de las víctimas del hecho” (artículo 7 LJPJ).  En lo que se refiere a las sanciones, expresamente se dispone, que en su ejecución se debe fijar y fomentar las acciones sociales necesarias que le permitan al menor su desarrollo personal y su reinserción en su familia y la sociedad, así como el desarrollo de sus capacidades (artículo 133 LJPJ).  La gama de sanciones que contienen estas leyes, es una de las principales características que lo diferencian del derecho penal de adultos, al contener un abanico de posibilidades distintas a la privación de libertad, que destacan el principio educativo como el carácter dominante en la fijación de la sanción penal juvenil.
En relación al marco normativo supranacional conformado por declaraciones de órganos de Naciones Unidas ratificados por Costa Rica, las Reglas de Beijing resaltan la importancia de alcanzar el bienestar de la persona menor, su grupo familiar y la comunidad en la que se desenvuelve: “Con el objeto de promover el bienestar del menor, a fin de reducir la necesidad de intervenir con arreglo a la ley, y de someter a tratamiento como efectivo, humano y equitativo al menor que tenga problemas con la ley, se concederá la debida importancia a la adopción de medidas concretas que permitan movilizar plenamente todos los recursos disponibles, con inclusión de la familia, los voluntarios y otros grupos de carácter comunitario, así como las escuelas y otras instituciones de la comunidad” (regla 1.3).“La justicia de menores se ha de concebir como una parte integrante del proceso de desarrollo nacional de cada país y deberá administrarse en el marco general de justicia social para todos los menores, de manera que contribuya a la protección de los jóvenes y al mantenimiento del orden pacífico de la sociedad” (regla 1.4). La regla 19, reconoce la necesidad de que las sanciones que impliquen un confinamiento en establecimientos penitenciarios deben ser utilizadas de manera excepcional.
Por su parte las Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia Juvenil o Directrices de Riad, se refieren a la necesidad de implementar políticas que propicien el desarrollo integral del menor. También se señala como reglas importantes: “Deberá capacitarse personal de ambos sexos encargados de hacer cumplir la ley, u otro pertinente, para que pueda atender las necesidades especiales de los jóvenes; ese personal deberá estar familiarizado con los programas y posibilidades de remisión a otros servicios, y recurrir a ellos en la medida de lo posible con el fin de sustraer a los jóvenes al sistema de justicia penal” (Directriz número 58). “Deberán hacerse esfuerzos por fomentar la interacción y coordinación, con carácter multidisciplinario e intradisciplinario, entre los distintos sectores, y dentro de cada sector, de los organismos y servicios económicos, sociales, educativos y de salud, el sistema de justicia, los organismos dedicados a los jóvenes, a la comunidad y al desarrollo y otras instituciones pertinentes, y se deberá establecer los mecanismos apropiados a tal efecto” (Directriz número 60).  
Las Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los Menores privados de Libertad, señalan, especialmente, que la prisión debe ser el último recurso y que cuando se aplique debe ser por el menor tiempo posible (regla I).
Las razones de orden moral, derivan precisamente de que las Directrices de Riad, que es un instrumento vigente para Costa Rica como Estado parte de la Organización de Naciones Unidas, también señala que la mejor prevención de la delincuencia juvenil empieza por una verdadera política social que garantice los derechos de la niñez y la adolescencia
, la cual de acuerdo con los informes de la Defensoría de los Derechos Humanos correspondientes a los años 2008 a 2011, no ha sido cumplida,  al señalar que:“…muchas de las personas menores de edad que se ven en conflicto con la ley penal, han sido víctimas de un sistema fallido en cuanto a la protección efectiva de sus derechos. Este sistema presenta constantes síntomas de desarticulación, ineficacia y burocracia, que termina abandonando en forma sistemática a los niños, niñas y adolescentes a merced de sus condiciones y circunstancias de riesgo, lo que hace proclives al enfrentamiento con la norma y a caer en comportamientos delictivos”.
La Carta Iberoamericana de Derechos de las Víctimas, aprobada en abril de 2012, reconoce una serie de derechos que deben ser puestos en prácticas en los sistemas de justicia penal que se precien de respetar los derechos humanos. Así por ejemplo, en el artículo 3.2 acerca del derecho de la víctima a participar en el proceso se señala que: “La víctima tiene derecho a participar activamente en todas las etapas del proceso, por lo que se le debe garantizar ser escuchada, impugnar ante la autoridad judicial las omisiones de la investigación de los delitos, interponer los recursos contra las resoluciones que menoscaben sus derechos, particularmente aquellas que pongan fin al proceso, participar en las audiencias de fijación y modificación de las medidas privativas de libertad, facilitar elementos de prueba, así como recibir información sobre la liberación del autor del delito. Asimismo en la fase de ejecución de la sentencia, la víctima tiene derecho a ser informada de las condiciones de cumplimiento de la pena y participar en las audiencias donde se modifique la misma” (la negrita no es del original). El artículo 5, reconoce su derecho a participar en procesos restaurativos.  El Sistema de Administración de Justicia debe garantizar el derecho de la persona víctima a intervenir en forma real y efectiva en los procesos de conciliación, acuerdos reparatorios, terminación anticipada del proceso y alternativas de justicia restaurativa, mediante mecanismos que respeten sus derechos en forma equilibrada, procurando que los intereses de las víctimas sean adecuadamente atendidos”.  El artículo 9 en cuanto a la reparación del daño a la víctima, expresa: “Las víctimas tienen derecho a una justicia reparadora, que tiene como prioridad satisfacer sus intereses y necesidades, reparar el perjuicio que se le haya causado e impedir que se le siga haciendo daño en el futuro. Debe informársele de los riesgos y beneficios de esas actuaciones, para que opere un efectivo consentimiento informado. Los procesos reparadores deberán tomar en consideración las características y necesidades particulares de las víctimas y las condiciones de vulnerabilidad adicionales que les afecten. Asimismo, tienen derecho a recibir abordajes y respuestas restaurativas en todas las etapas de los procesos judiciales, como medio para alcanzar la reparación del conflicto social causado, así como se le faciliten los procesos de reintegración y sanación una vez finalizado este” (la negrita no es del original).
En lo que respecta a la persona víctima y el respeto de sus derechos, la Justicia Restaurativa se distingue de la Justicia Penal Ordinaria, en que le devuelve a ésta una participación real en todas las fases del proceso, le permite obtener un verdadero acceso a la justicia y a la restauración de sus afectaciones de manera más directa, dando eficacia a las declaraciones y convenciones internacionales aprobadas a favor de la víctima, que no la ha obtenido a través de la Justicia Penal Ordinaria, por lo que ésta resulta una razón más para justificar el empleo de la Justicia Restaurativa en materia penal juvenil.
Por otra parte, es una realidad que el cambio de las sanciones privativas de libertad a una sanción menos gravosa, no siempre se cumple con la prontitud que se requiere, lo que provoca la permanencia innecesaria en reclusión de muchos jóvenes que podrían estar insertándose en la familia y la sociedad. La realidad demuestra que el sistema ordinario de Justicia Penal Juvenil, no es suficiente para garantizar el acceso a una justicia pronta y que cumpla los fines propuestos, lo que ha motivado que el Poder Judicial impulse una serie de políticas institucionales complementarias relacionadas con la materia penal juvenil, que derivan de acuerdos adoptados por órganos directivos 
donde , la aplicación de la Justicia Restaurativa en la Fase de Ejecución de las Sanciones, resulta una herramienta que puede contribuir de manera más directa a alcanzar los principales objetivos que pretende el Derecho Penal Juvenil, cuales son la reintegración social de la persona ofensora, disminuir la reincidencia, la reparación del daño a la víctima y a la sociedad.
La Justicia Restaurativa es concebida como una respuesta distinta a la delincuencia, pues respeta la dignidad y equidad de cada persona, construye compresión y promueve armonía social a través de la restauración de la persona víctima, la persona menor de edad o joven sentenciada y la comunidad. Ciertamente en esta etapa del proceso ya la persona víctima habrá vivido todo el proceso penal tradicional, no existe un imputado sino una persona menor de edad o joven sentenciada a quien se le declaró culpable y tiene fijada una sanción que debe cumplir, por lo que el objetivo de la reunión no buscará estrictamente la reparación del daño material causado a la víctima como en un proceso restaurativo tradicional, pero sí le proporcionará la posibilidad de satisfacer otras necesidades de restauración personal y a nivel de la comunidad, pues como lo expone el autor Howard Zehr, la persona víctima necesita información real y que sus preguntas sean respondidas, necesita poder hablar acerca de lo que sucedió y cómo esto le afectó, y así hacerle entender al sentenciado el impacto que tuvieron sus acciones.
Con el fin de abarcar los ejes estratégicos de la Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa, el presente protocolo, contiene el procedimiento restaurativo en la ejecución tanto de sanciones alternativas, como sanción privativa de libertad.
II.- Procedimiento Juvenil Restaurativo en fase de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles. 

A. Pre selección, admisibilidad legal y viabilidad para tramitar los casos por Justicia Juvenil Restaurativa en fase de ejecución de las sanciones
Los asuntos que podrán ser preseleccionados para someterse al proceso restaurativo en fase de ejecución, deben contar con los siguientes criterios de admisibilidad legal, según el asunto que se tramite:
1. Asuntos con sanción alternativa: Los casos en que la persona menor de edad o joven sentenciada deba cumplir con una sanción no privativa de libertad, ya sea de orientación y supervisión o socioeducativa, cuando no pueda iniciar o continuar con el cumplimiento de la sanción impuesta, se requiera un alto apoyo y alto control o garantizar los derechos de la persona víctima, se podrá tramitar a través de un círculo de diálogo. Siempre y cuando alguna de las sanciones no esté dentro de los próximos 6 meses de prescripción. Tomando en cuenta que en la sanción que se impuso no sean específicas las condiciones que se deben cumplir, o cuando entre el dictado de la sentencia y su ejecución se da una circunstancia que hace necesario un cambio de condición, o cuando el estatus migratorio es irregular por lo que hay una imposibilidad para el cumplimiento de la sanción, o cuando por problemas de salud acreditados existe un impedimento para el cumplimiento de la sanción. Sin perjuicio de que el equipo identifique otra circunstancia que permita su incorporación al procedimiento restaurativo.   
2. Asuntos con sanción privativa de libertad: Cuando la persona menor de edad o joven sentenciada que ha estado cumpliendo su sanción privativa de libertad de acuerdo al plan de ejecución que se le estableció, ha realizado la mayoría de las actividades asignadas en forma satisfactoria, ha logrado interiorizar su responsabilidad y el daño causado con el delito cometido, además cuenta con un proyecto ya sea laboral, educativo o de capacitación, posee recurso familiar o de soporte comunal; y en caso de requerirlo, está anuente a la atención y abordaje en la problemática de drogas. Y dado lo anterior, se podría tramitar una modificación o sustitución de su sanción a una sanción alternativa, en vista de que los objetivos de la sanción podrían alcanzarse de una forma más clara si se lleva a cabo esa modificación
; se podrá tramitar por medio de una reunión restaurativa o práctica restaurativa según corresponda.
Solicitud de dictámenes o peritajes ante un asunto con cambio de sanción privativa de libertad a una menos gravosa: El Juzgado de Ejecución de Sanciones Penales Juveniles solicitará las pericias o dictámenes toxicológico y de valoración psicológica, a la oficina judicial que corresponda, e indicará que el asunto es de Justicia Restaurativa para que se haga llegar el dictamen con la mayor brevedad posible. Una vez recibido, se informará a más tardar en el plazo de 3 días hábiles, sobre su contenido vía correo electrónico a la Defensa técnica y al Ministerio Público. 
Informes emitidos por el equipo profesional de la Dirección General de Adaptación social
: Deberá verificarse que el expediente judicial tenga incluido el informe trimestral, el informe de valoración de oferta domiciliar, el informe de valoración de oferta laboral, el informe de valoración de las áreas técnicas y el informe de valoración victimológico.  Los que serán realizados por parte de los Centros de Formación, en un plazo máximo de 1 mes a partir de la solicitud. Adicionalmente deberá constar en el expediente el reporte disciplinario con el respectivo resultado de atención.  
3. Fiscalía y defensa técnica deberán estar de acuerdo en la admisibilidad legal del caso.
Para cualquiera de los supuestos anteriores (sanción alternativa y sanción privativa de libertad), de conformidad con el artículo 31 de la Ley de Justicia Restaurativa, el caso deberá contar con los siguientes requisitos de viabilidad: 
a. La persona menor de edad o joven sentenciada, acepte de forma voluntaria tramitar la causa en etapa de ejecución de las sanciones penales juveniles en justicia restaurativa, y tenga disposición para asumir el reconocimiento y la responsabilidad activa en la reparación del daño causado con el delito, adicionalmente con el causado por el incumplimiento cuando se trata de este tipo de incidentes. 
b. La persona menor de edad o joven sentenciada, otorgue un consentimiento informado;
c. Cuando la persona víctima está localizada y apersonada al proceso, ella deberá estar de acuerdo en participar voluntariamente en el proceso restaurativo otorgando un consentimiento informado, o en dar su anuencia para que alguien la represente o bien se lleve a cabo la Metodología Restaurativa sin su participación; todo lo resuelto deberá ser comunicado a la persona víctima y si no fuera ubicada, se dejará constancia que se  agotaron todos los medios disponibles para su localización; de lo anterior también deberá informarse a la persona del equipo psicosocial a cargo de realizar la entrevista de viabilidad: 
d. Las personas de apoyo y cualquier otra persona que intervenga, deben comprender, aceptar y firmar los respectivos consentimientos informados; los cuales deberán firmarse a través de la persona del equipo psicosocial a cargo de realizar la entrevista de viabilidad.
e. Se cuente con el criterio positivo de viabilidad, que se comunica oral o por medio de correo electrónico, emitido por el equipo psicosocial de Justicia Restaurativa del Departamento de Trabajo Social y Psicología
 del Poder Judicial;
B. Derivación de casos a Justicia Juvenil Restaurativa en fase de Ejecución de Sanciones Penales Juveniles.
La preselección de los casos que serán conocidos a través del procedimiento de Justicia Juvenil Restaurativa, se podrá realizar a través de las Unidades de Trabajo de Nivel Penal Juvenil de la Dirección General de Adaptación Social, el Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, la Fiscalía de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles y la Defensa Técnica que lleve el caso en Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles. Asimismo la persona víctima y la persona menor de edad o joven sentenciada que sean partes del proceso, también podrían solicitar la derivación.
1. Equipo profesional del Nivel de Atención de Población Penal Juvenil, de la Dirección General de Adaptación Social. 
La Dirección General de Adaptación Social del Ministerio de Justicia y Paz
, a través de los equipos interdisciplinarios tanto de sanciones alternativas como de las sanciones privativas de libertad, podrán seleccionar los asuntos que pueden ser objeto de un proceso restaurativo conforme los criterios de admisibilidad del presente Protocolo, y así podrá comunicarlo mediante correo electrónico, dirigido a las personas integrantes  del equipo de Justicia Juvenil Restaurativa de fase de ejecución de las sanciones penales juveniles para el respectivo trámite en el Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles. Si existe acuerdo entre la Defensa Técnica y el Ministerio Público el caso se tramitará por Justicia Juvenil Restaurativa en fase de Ejecución; si no hay consenso, se continuará con su trámite en la vía ordinaria. 
2. Ministerio Público, Defensa Técnica.
Si la Fiscalía de Ejecución de la Sanción Penal Juvenil o la Defensa técnica en ejecución, tienen un caso de ejecución que está dentro de los supuestos de admisibilidad para ser tramitado por el proceso juvenil restaurativo, lo conversarán y de existir acuerdo se tramitará por la vía restaurativa en fase de ejecución, ambos criterios serán emitidos dentro del plazo de tres días hábiles a partir de que el expediente o incidente, se les pone en conocimiento; de no existir acuerdo el asunto continuará por la vía ordinaria de ejecución. 
3. Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles. 
Cuando la persona juzgadora de Ejecución de la Sanción Penal Juvenil identifica un caso que está dentro de los supuestos de admisibilidad y legalidad para ser tramitado por el proceso juvenil restaurativo, de inmediato lo podrá comunicar al Ministerio Público y la Defensa técnica, quienes lo conversarán y si existe acuerdo, se tramitará por la vía restaurativa; de no existir acuerdo el asunto continuará por la vía ordinaria de ejecución. 
4. La Persona víctima.
Cuando la persona víctima
 dentro del proceso desea que su causa sea tramitada a través del proceso de justicia juvenil restaurativa en fase de ejecución de las sanciones penales juveniles, deberá solicitarlo de forma directa en el Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, o por medio del Ministerio Público.
Si la gestión se realiza a través del Juzgado, este de inmediato lo comunicará al Ministerio Público y a la Defensa técnica, quienes lo conversarán y si existe acuerdo, se tramitará por la vía restaurativa; de no existir acuerdo el asunto continuará por la vía ordinaria de ejecución.
Si la gestión se realiza por medio de la Fiscalía de Ejecución de la Sanción Penal Juvenil, ésta lo conversará con la Defensa técnica en ejecución y de existir acuerdo se tramitará por la vía restaurativa en fase de ejecución; de no existir acuerdo el asunto continuará por la vía ordinaria de ejecución. 
5. La Persona menor de edad o joven sentenciada
Cuando la persona menor de edad o joven sentenciada
 dentro del proceso desea que su causa sea tramitada a través del proceso de justicia juvenil restaurativa en fase de ejecución de las sanciones penales juveniles, deberá solicitarlo de forma directa en el Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, o por medio de su Defensa técnica.
Si la gestión se realiza a través del Juzgado, este de inmediato lo comunicará al Ministerio Público y a la Defensa técnica, quienes lo conversarán y si existe acuerdo, se tramitará por la vía restaurativa; de no existir acuerdo el asunto continuará por la vía ordinaria de ejecución.
Si la gestión se realiza por medio de la Defensa Técnica de Ejecución de la Sanción Penal Juvenil, ésta lo conversará con el Ministerio Público en ejecución y de existir acuerdo se tramitará por la vía restaurativa en fase de ejecución; de no existir acuerdo el asunto continuará por la vía ordinaria de ejecución.
C. Firma del consentimiento informado de las partes y valoración psicosocial que realiza el Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial. 
Para tramitar un caso por Justicia Juvenil Restaurativa en fase de Ejecución, se requiere la firma del consentimiento informado de la persona menor de edad o joven sentenciada y según el caso también el de la persona víctima, sin embargo, no será indispensable la participación de la persona víctima para llevar a cabo la Metodología Restaurativa, siempre y cuando se hubieran agotado todos los medios para su localización. Esta firma se dará de la siguiente forma: 
a. Cuando se identifica un caso para ser tramitado por Justicia Juvenil Restaurativa, de inmediato lo comunicarán al resto del equipo de Justicia Juvenil Restaurativa de fase de ejecución de las sanciones penales juveniles, por correo electrónico,  para que en un plazo máximo de 3 días hábiles a partir de esa comunicación, el Ministerio Público y la Defensa Técnica lo revisen y emitan su criterio de admisibilidad legal, para la preselección. 
b. Si el asunto es preseleccionado para tramitarse por Justicia Juvenil Restaurativa, el Ministerio Público o la Defensa por correo electrónico informarán al equipo interdisciplinario de Justicia Juvenil Restaurativa de fase de ejecución de las sanciones penales juveniles, y el Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, colocará un distintivo físico removible al respectivo legajo que mantendrá en una casilla de Justicia Juvenil Restaurativa, por un plazo máximo de 2 meses en espera de la realización de la Metodología Restaurativa. Transcurrido ese plazo y no realizada la Metodología Restaurativa sin justificación razonable, el asunto continuará su trámite por la vía ordinaria, siendo así comunicado a las partes del proceso, a través de los respectivos asesores legales del proceso restaurativo. 
c. En un plazo máximo de 7 días hábiles a partir de la comunicación al Juzgado sobre el interés de tramitar el expediente por Justicia Juvenil Restaurativa, la Defensa técnica entrevistará a la persona joven o menor de edad sentenciada, para explicarle en forma clara de la posibilidad de aplicar el procedimiento restaurativo, que su utilización es totalmente voluntaria, en qué consiste el mismo, que la víctima tiene derecho a estar presente en la Metodología Restaurativa, ante la cual deberá reconocer el daño que le causó. 
Si la persona sentenciada acepta, le recibirá el consentimiento informado
, y este se entregará a más tardar al día hábil posterior, al Ministerio Público.  El mismo día de la firma del consentimiento o a más tardar el día hábil posterior, previa coordinación, la persona menor de edad o joven sentenciada, será entrevistada por el equipo psicosocial del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, a efectos de determinar la viabilidad del expediente para ser tramitado por Justicia Restaurativa.  Si la persona menor de edad o joven sentenciada se encuentra privada de libertad, la entrevista del equipo psicosocial deberá realizarse en el plazo máximo de 7 días hábiles posterior a la firma del consentimiento informado, sea de manera presencial o virtual; mismo plazo donde también deberá realizar la entrevista a la persona de apoyo, la cual podrá realizarse de manera presencial, telefónica o medios virtuales.
Si la persona sentenciada no firmó el consentimiento informado, a más tardar al día hábil posterior, la persona defensora comunicará al Ministerio Público y al Juzgado, y el caso continuará su trámite por la vía ordinaria.  
d. En un plazo máximo de 7 días hábiles a partir de que la Defensa Técnica entrega el consentimiento informado firmado por la persona menor de edad o joven sentenciada, y si hay criterio positivo de viabilidad emitido por el equipo psicosocial, el Ministerio Público, si la víctima está apersonada al proceso y es localizable, recibirá su consentimiento; para ello la contactará para informarle de la posibilidad de que el caso sea conocido en Justicia Juvenil Restaurativa en fase de ejecución, le explicará en qué consiste, que su participación es voluntaria, su derecho a decidir: si prefiere estar presente, o no estar presente en la Metodología Restaurativa y ser representada por un miembro de la comunidad o la Fiscalía. 
De existir anuencia en participar, la víctima firmará el consentimiento informado, previa coordinación ese mismo día sería entrevistada por el equipo psicosocial del Poder Judicial, quienes la prepararán para la Metodología Restaurativa, así como entrevistarán preferiblemente por teléfono a la persona de apoyo que acompañará a la víctima. En la entrevista con la víctima, se le volverá a explicar su derecho a participar en la Metodología Restaurativa en fase de ejecución, dándole la debida inducción acerca de los beneficios que ello pueda brindarle y determinará cuál es la voluntad de la misma, y la viabilidad para realizar la metodología restaurativa; solo en caso de que la víctima esté bajo un programa de protección o su participación no sea recomendable en razón de su corta edad o de alguna condición especial
, la víctima podrá delegar su representación en una persona de la comunidad o fiscalía.  
Si posterior a haber entrevistado a ambas partes la persona del equipo psicosocial que atiende el caso determina que existe viabilidad conforme se establece en el artículo 36 de la Ley de Justicia Restaurativa, para realizar la Metodología Restaurativa, de manera inmediata lo informará por correo electrónico al equipo interdisciplinario de Justicia Juvenil Restaurativa de fase de ejecución de las sanciones penales juveniles y Juzgado de las Sanciones Penales Juveniles realizará el señalamiento para la Metodología Restaurativa.
Todas las comunicaciones institucionales se realizarán vía correo electrónico, a las direcciones de las personas asignadas para Justicia Juvenil Restaurativa en fase de Ejecución.
D. Señalamiento y citaciones para la Metodología Restaurativa. 
El Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, señalará para la Metodología Restaurativa dentro de un plazo de 10 días hábiles, a partir de haber recibido la comunicación por parte del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, de que se cuenta con criterio positivo de admisibilidad y viabilidad, para la audiencia bajo la modalidad de Metodología Restaurativa. 
La notificación del señalamiento debe realizarse al menos con 3 días de anticipación a la realización de la Metodología Restaurativa, y se elaborará realizando las coordinaciones que correspondan para asegurar la presencia de las partes.
Se citará a la persona víctima o su representante, su persona de apoyo, a la persona menor de edad o joven sentenciada (en caso de estar detenida gestionará su respectivo traslado), su persona de apoyo, representante de la Red de Apoyo de ser recomendado por el equipo psicosocial, y a la persona del equipo psicosocial del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial que atendió la causa, para que ejerza el rol de cofacilitadora.
E. Preaudiencia
El mismo día de la Metodología Restaurativa, quince minutos antes de su realización, Fiscalía, Defensa técnica, la persona profesional del equipo psicosocial del Poder Judicial asignada al caso, y la persona juzgadora de Ejecución que fungirá como facilitadora de la Metodología Restaurativa, se reunirán para que la persona del equipo psicosocial informe oralmente acerca de la causa penal así como los aspectos biopsicosociales de las partes intervinientes, que haya sido objeto de su conocimiento en las entrevistas previas.
F. Metodología Restaurativa:
En la Metodología Restaurativa se contará con una persona que fungirá como facilitadora, la cual estará a cargo de la persona juzgadora de Ejecución de Sanciones Penales Juveniles que por rol corresponda y de conformidad con el artículo 3 inciso ñ) de la Ley de Justicia Restaurativa
. 
Si existe acuerdo se procederá a realizar la audiencia de judicialización. Si no hay acuerdo entre el Ministerio Público y Defensa técnica,  o si la persona juzgadora considera que el desarrollo que se realiza es contrario a su resolución, la causa se remitirá al procedimiento ordinario de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, donde de conformidad con el principio de juez natural, otra persona juzgadora conocerá sobre el incidente presentado.
G.
Judicialización de los acuerdos:
Si en la Metodología Restaurativa las partes construyen un acuerdo, la misma persona juzgadora que actuó como facilitadora, de inmediato realizará una audiencia, donde valorará la propuesta y dictará la resolución correspondiente sea que la acepte, la modifique o rechace. En caso de que la rechace se deberá remitir el asunto al proceso ordinario. 
H. Seguimiento, apoyo y control a cargo del equipo profesional de la Dirección General de Adaptación Social (DGAS), en acompañamiento a la persona sentenciada por el Equipo de Trabajo Social y Psicología de Justicia Juvneil Restaurativa del Poder Judicial (DTSP).
Las personas profesionales del Nivel de Atención a la Población Penal Juvenil, de la Dirección General de Adaptación Social por imperativo legal, serán quienes llevarán a cabo el seguimiento, apoyo y control de las sanciones ordenadas por la persona juzgadora, tal y como se establece en la Ley de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, para lo cual mantendrán una comunicación constante con la institución de la Red de Apoyo seleccionada.
En concordancia con lo establecido por la Ley de Justicia Restaurativa las personas profesionales del equipo psicosocial de justicia juvenil restaurativa de ejecución de las sanciones penales juveniles (DTSP)
 mantendrán una estrecha comunicación con los profesionales de Adaptación Social, comunicación que se evidenciará mediante correo electrónico, y donde se indicará todo lo que vaya surgiendo con la persona menor de edad o joven sentenciada, con el objeto de implementar el acompañamiento necesario para el buen desarrollo del plan de ejecución, así como para detectar los posibles riesgos que puedan repercutir negativamente en el logro de los objetivos propuestos en la ejecución de la sanción acordada, sin duplicar funciones.
VI.- Estadísticas: 
Las estadísticas se reportarán a través de los sistemas electrónicos de trámite de incidentes y Agenda Cronos del Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, al ingresar los datos estadísticos en la variable que corresponda de Justicia Restaurativa.
VI.- Buenas Prácticas con Enfoque Restaurativo:
Con el objetivo de facilitar la implementación de este protocolo de Justicia Restaurativa y de mejorar la comunicación entre las instituciones a cargo de la Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, tanto del Poder Judicial como del Ministerio de Justicia, en razón de que estos procesos siempre han sido un trabajo colaborativo, se promueve el uso de las buenas prácticas con enfoque restaurativas.
La Dirección General de Adaptación Social y Poder Judicial conformarán un equipo de trabajo integrado por el Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, Defensa Pública de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, Fiscalía de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, Programa de Sanciones Alternativas y Centros de Internamiento del Nivel Penal Juvenil; y el equipo psicosocial de Justicia Juvenil Restaurativa en fase de ejecución del Poder Judicial. El objetivo de este equipo es asegurar un trabajo en conjunto coordinado y acordar buenas prácticas, incluidas las restaurativas, que contribuyan al mejor funcionamiento de las labores a cargo de esos despachos. Este equipo se reunirá al menos cada dos meses y será convocado por el Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, para lo cual deberá comunicar con antelación. La Oficina Rectora de Justicia Restaurativa y la persona coordinadora del Nivel de Atención a la Población Penal Juvenil de la Dirección General de Adaptación Social, deberán dar seguimiento en lo que les corresponda, respetando la independencia de funciones.
1) El Nivel Penal Juvenil de la Dirección General de Adaptación Social del Ministerio de Justicia junto con Justicia Juvenil Restaurativa del Poder Judicial, fortalecerán y consolidarán la Red de Apoyo que brindará los espacios a las personas jóvenes sentenciadas.  
2) En los casos en que se considere oportuno, cuando la persona sentenciada, una vez firme la sentencia que le impuso una sanción, no se presente al Programa de Sanciones para determinar su plan de ejecución o dar inicio a la misma, el funcionario de Adaptación Social a cargo del caso, previo a comunicar el incumplimiento de la sanción, podrá comunicar vía correo electrónico esa situación a la defensa técnica, a fin de que ésta realice las gestiones de localización posibles. 
3) Todas aquellas causas que provengan de etapa de juicio a través de un proceso restaurativo como la cesura o un procedimiento especial abreviado, tendrán un acompañamiento por parte del equipo psicosocial de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles del Poder Judicial, durante el lapso de tiempo que va desde que se determina la sanción por parte de la persona juzgadora penal juvenil del proceso ordinario restaurativo, hasta el momento en que la persona joven sentenciada se contacta con el equipo profesional de la Dirección General de Adaptación Social. Lo anterior con el objeto de que, a través de ese acompañamiento, se evite que la persona joven o menor de edad sentenciada,  se exponga a incumplir alguna de las condiciones que le fueron determinadas, considerando de que pueden pasar varias semanas mientras queda en firme la sentencia del a quo y se emita el respectivo auto de liquidación de sanción. 
Para ello, la persona del equipo psicosocial del proceso ordinario, comunicará a la persona del equipo psicosocial del proceso restaurativo en fase de ejecución de las sanciones penales juveniles, sobre el expediente donde fue aplicada una sanción mediante justicia restaurativa, ya sea por procedimiento especial abreviado o por cesura, aún y cuando la sentencia no se encuentre en firme.  Lo anterior con el objeto de que se implemente el principio de alto apoyo y alto control, donde la persona del equipo psicosocial de justicia restaurativa se comunique con la persona sentenciada, y evitar posibles incumplimientos futuros (Buena Práctica Restaurativa).
4) En aquellos expedientes donde, la persona joven sentenciada no contara con las condiciones de admisibilidad o viabilidad legal en el momento en que se realiza la primera revisión, se podrán retomar a los 9 meses, por parte del equipo interdisciplinario de Justicia Juvenil Restaurativa en fase de ejecución de las sanciones penales juveniles, con el objeto de determinar si ya cuenta con la totalidad de los requisitos. Sin que ello imposibilite, en cualquier momento realizar la valoración para Justicia Juvenil Restaurativa en fase de ejecución de las sanciones penales juveniles. 
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�Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa de Costa Rica, 2015,  p.61.
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� Artículo 1, Ley de Justicia Restaurativa, p 1.


� Ley de Justicia Restaurativa, artículo 29 inciso d): En etapa de ejecución de la sanción, el procedimiento juvenil restaurativo se aplicará conforme a la Ley No. 8460, Ley de Ejecución de las Sanciones Penales. Juveniles del 20 de octubre de 2005, y los reglamentos de esta ley; para la determinación, modificación y seguimiento del pan de ejecución de las sanciones; en la investigación y sanción de las faltas disciplinarias, cuando la persona ofensora penal juvenil esté próxima al egreso de la privación de libertad, en la definición y el seguimiento del plan de ejecución de la libertad condicional, modificación y preparación previa para el cese de las sanciones privativas y no privativas de libertad, y cualquier ulterior modificación de la sanción. También, en cualquier fase de la ejecución de la sanción que promueva la restauración del daño causado a la víctima o comunidad y facilite el proceso de inserción social y cumplimiento de la sanción de la persona ofensora penal juvenil.


� Ley de Justicia Restaurativa, artículo 29, inciso d).


�  La directriz 5 apunta la necesidad y la importancia de contar con políticas progresistas de prevención de la delincuencia, así como de realizar estudios sistemáticos de los motivos para ello y de elaborar las medidas pertinentes que eviten criminalizar y penalizar al niño, para lo cual se requiere que se implemente medidas que suministren oportunidades educativas, sobre todo para los menores que se encuentran en riesgo social, entre otros aspectos. 


� Cabe destacar dentro de ellas: “Las reglas prácticas para reducir la victimización de las personas menores de edad en procesos judiciales”; “Declaración de Política de Equidad de Género”; “Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad”; “Política Institucional de Derecho de Acceso a la Justicia para Personas Menores de Edad en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica” (circular de Corte Plena No. 65-2011); “Manual de Procedimientos y Fluxogramas relacionados con la aplicación de las audiencias tempranas en penal Juvenil”; “Política Institucional del Acceso a la Justicia de Niñas, Niños y Adolescentes en Costa Rica” (circular No. 63-2011 de Corte Plena); “La Oficialización de la Política Institucional derecho al acceso a la justicia para personas menores de edad en condiciones de vulnerabilidad sometidas al proceso penal juvenil en Costa Rica” y “El Proyecto de Justicia Restaurativa” entre otros.


� De acuerdo a los artículos 136 inciso e) de la LJPJ, es facultad del Juez de Ejecución de las Sanciones Juveniles modificar o sustituir las sanciones impuestas por una menos gravosas, cuando la privativa de libertad no cumpla los objetivos para los que fue impuesta o por ser contraria a su proceso de reinserción social. De igual forma, en el artículo 16 inciso f) de la LESPJ dispone que es competencia del Juez de Ejecución llevar el cómputo de la sanción impuesta y modificar las condiciones de ejecución, cuando corresponda. Por su parte, el artículo 123 de la LJPJ reconoce la posibilidad legal de que una sanción pueda suspenderse, revocarse o sustituirse por una más beneficiosa, y que debe tener una finalidad primordialmente educativa con intervención de la familia y el apoyo de especialistas. Los artículos 131 y 133 de la LJPJ prescriben, que el Juez deberá considerar el sustituir la sanción de internamiento en centro especializado, por una sanción menos drástica cuando sea conveniente, lo que resulta acorde con los principios de interés superior y el objetivo de la ejecución de las sanciones, las que deben fomentar acciones sociales necesarias para su permanente desarrollo personal y la reinserción en su familia y la sociedad, así como el desarrollo de sus capacidades.


� El artículo 12 de la Ley de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, establece que en la etapa de ejecución de la sanción, los funcionarios de la Dirección General de Adaptación Social deberán informar al juzgado al menos trimestralmente, sobre los avances u obstáculos para el cumplimiento del plan individual de ejecución; asimismo sobre el desarrollo familiar y social en que la persona joven se desarrolla.


� Ley de Justicia Restaurativa, artículo 31 inciso e): El equipo psicosocial deberá presentar un informe oral considerando los requisitos establecidos sobre la viabilidad o no de continuar con el procedimiento juvenil restaurativo. Artículo 3 inciso J): El Equipo psicosocial está integrado por al menos una plaza en trabajo social y otra plaza en psicología, que estarán adscritas a la Unidad de Coordinación de Justicia Restaurativa del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, que tendrán a su cargo las funciones establecidas en esta ley.


� Al amparo del “Convenio de Cooperación para Programas Especiales Poder Judicial-Ministerio de Justicia y Paz N° 10-2015”, firmado el 12 de febrero de 2016.


� El artículo 29 de la Ley de Justicia Restaurativa, contempla que la persona víctima podrá solicitar aplicar el procedimiento juvenil restaurativo en una sola oportunidad, en cualquier etapa del proceso penal juvenil.


� El artículo 29 de la Ley de Justicia Restaurativa, contempla que la persona ofensora podrá solicitar aplicar el procedimiento juvenil restaurativo en una sola oportunidad, en cualquier etapa del proceso penal juvenil.


� Ver anexo 1. Consentimiento Informado: Documento que contiene las condiciones relacionadas con el detalle de los derechos, los deberes y las obligaciones establecidos en esta ley para las partes intervinientes, que garantiza y que comprenden y aceptan que se tramite la causa penal o penal juvenil por el procedimiento restaurativo. Una vez firmado, se acredita que cada parte ha sido debidamente informada de este procedimiento y están anuentes a participar bajo las normas y los procedimientos establecidos. El consentimiento informado es voluntario y podrá ser revocado en cualquier momento, en el tanto no se hayan judicializado los acuerdos. Todos los consentimientos informados de las partes intervinientes, serán resguardados por la persona fiscal de la sede restaurativa.





� Este enfoque busca que la persona menor de edad participe en forma directa en los procesos y procedimientos judiciales que tengan una consecuencia en su vida y sus derechos, teniendo en cuenta que goza de derechos propios que no pueden estar en dependencia a los de las personas adultas y que son diferentes a los de sus progenitores o personas responsables”.“Garantizar la participación efectiva en toda etapa del proceso judicial que afecte los derechos de la persona menor de edad en tanto principio básico del ejercicio de sus derechos. Para esos efectos, toda persona menor de edad debe contar con información adecuada que le permita expresar su opinión en relación con cualquier asunto que afecte su vida, y se le debe garantizar que su opinión recibirá una respuesta y que sus opiniones, de acuerdo al grado de madurez, sean tomadas en cuenta en las resoluciones que se adopten”. En esta Política específicamente en lo que se refiere a Justicia Restaurativa se ordena lo siguiente: “Propiciar e incluir en las iniciativas y programas de resolución alterna de conflictos y de justicia restaurativa la perspectiva de derechos de la niñez y adolescencia, de forma tal que la prestación de estos servicios tenga como eje el enfoque de derechos y atención amigable y sensible a los intereses de los niños, niñas y adolescentes. 


            Desarrollar e implementar en aquellos procesos en que participen personas menores de edad y que las disposiciones legales así lo permitan, mecanismos o procedimientos de resolución alterna de conflictos, círculos de paz y reuniones restaurativas, entre las principales, partiendo de que estos mecanismos favorecen resoluciones donde se da participación directa de las personas menores de edad en condiciones más democráticas, equitativas y acorde a sus intereses. Estos mecanismos deben buscar soluciones integrales a los conflictos que aquejan a estas personas”.


� Persona facilitadora:  Persona juzgadora que planifica y guía de manera imparcial la reunión restaurativa y cualquier otra práctica restaurativa y es quien colabora en el proceso comunicacional entre las partes intervinientes, a fin de que se desarrolle la reunión restaurativa, se construya de forma conjunta el acuerdo restaurativo que será sometido al a autoridad jurisdiccional para su respectiva homologación.


� Ley de Justicia Restaurativa, artículo 24: El seguimiento del plan reparador de las personas ofensoras estará a cargo del equipo psicosocial de la respectiva oficina de justicia restaurativa que deberá definir la frecuencia de la verificación del cumplimiento, visitas, comunicación con las instituciones y demás acciones necesarias para garantizar el efectivo cumplimiento de las condiciones impuestas por la autoridad judicial. El artículo 41 de este mismo cuerpo normativo, establece que el seguimiento del plan reparador de las personas ofensoras juveniles estará a cargo del equipo psicosocial. En lo demás será aplicable lo dispuesto para el seguimiento de los acuerdos judicializados derivados del procedimiento de justicia penal restaurativa dispuestos en esta ley.
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